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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTECIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCIÓ C 

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá, D.C., diecinueve (19) de noviembre de dos mil doce (2012)

Radicación número: 41001233100019915927-01 (22779)
Actor: SOCIEDAD VANEGAS SILVA & CIA S. EN C. 
Demandado: MUNICIPIO DE NEIVA..
Asunto: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (Sentencia)
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, respecto de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, el 30 de Noviembre de 2001, mediante la que se dispuso: 

1- Niéganse las súplicas de la demanda con fundamento en las razones expuestas.
I. ANTECEDENTES

1 La demanda.
Fue presentada el 26 de abril de 1991 (fls. 108 a 141 c.1) por la SOCIEDAD VANEGAS SILVA & CIA S EN C., representada legalmente por el señor Luis Eduardo Vanegas Castro; mediante apoderado y en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C.C.A., con el objeto de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas.
“PRIMERA: Declarar que el MUNICIPIO DE NEIVA es responsable por la suspensión y el consiguiente retardo en la construcción del edificio para el CENTRO MEDICO COMERCIAL “CLINICA LA PAZ”, de propiedad de VANEGAS SILVA CIA S EN C. localizada en la esquina sur oriental de la carrera 7ª con la calle 9ª de la actual nomenclatura urbana de la ciudad al haber impedido la continuación con el sellamiento de la obra, no obstante estar provista de todos los requisitos legales para adelantarla.”

SEGUNDA: Condenar al MUNICIPIO DE NEIVA a pagar a la Sociedad VANEGAS SILVA & CIA. S. EN C. el valor de los perjuicios materiales que el retardo en la construcción le ocasionó, en rubros de daño emergente y lucro cesante, en la cuantía que resulte probada en el presente proceso.

TERCERA: Ordenar que a la condena a que se refiere la pretensión anterior se aplique la indexación a corrección monetaria de que trata el articulo 178 del C.C.A.

CUARTA: Ordenar que el pago de las condenas se haga dentro de los términos previstos en el articulo176 y que se dé aplicación a lo dispuesto en el articulo177 ibídem.”

Las anteriores pretensiones las fundamentó la parte actora en los hechos que se sintetizan a continuación así:

1- ) LaSOCIEDAD VANEGAS SILVA & CIA S. EN C., es propietaria de un inmueble situado en la ciudad de Neiva, que adquirió mediante escritura publica N°2.820 otorgada el 15 de diciembre de 1982 por la Notaria Segunda de Neiva, la cualfue registrada en el folio de Matricula Inmobiliaria N°200-0033869 (FL 109). Los linderos de este Inmueble se encuentran en el texto de la demanda.

2- ) En parte del terreno atrás descrito, la sociedad demandante proyectóla construcción de un centro medico Hospitalario y comercial denominado “Clínica la Paz”. 

3- ) Para dicha construcción fue expedida por el Departamento Municipal de Planeación de Neiva, la licencia de Construcción N°029 de fecha 13 de Mayo de 1986. Esta licencia fue revalidada en dos ocasiones.
4- ) El 28 de abril de 1989 el representante de la sociedad demandante solicitó por tercera vez la revalidación de la citada licencia.

5- El 29 de abril de 1989, sin que mediara diligencia previa alguna, según el apoderado de la parte actora, se produjo el sellamiento de la obra de construcción del Centro medico “Clínica la Paz”.
6- Después de agotar los recursos de la vía gubernativa, la parte actora obtuvo la revalidación de la licencia por dos años más. Sin embargo, la sociedad demandante aduce que la parálisis de la construcción durante el tiempo que se estudió la revalidación le produjo perjuicios. 

2 Actuación procesal en Primera Instancia.
2.1 Contestación Demanda
El Tribunal Administrativo del Huila, el 07 de Julio de 1991 admitió la demanda (fls. 142 y 143 c.1), la cual fue notificada al Alcalde de Neiva el 12 de Julio de 1991(fls 144 c.1).

Mediante apoderado, elAlcalde de Neiva contestó la demanda el 30 de Septiembre de 1991 dentro de la oportunidad legal, mediante escrito en el cual se opuso a todas las pretensiones(fls 154 al 169). Adujo la parte demandada que la demarcación, la aprobación de planos y la licencia de construcción son actos conexos y que los mismos no han sido revocados por la administración. Manifestó, además, que la sociedad demandante obtuvo estos actos con maniobras ilegales y que el acto de sellamiento es una simple medida de carácter policivo amparada en el principio de la prevalencia del interés general.

2.2 Periodo Probatorio
El Tribunal de primera instancia dio inicio al periodo probatorio mediante auto del 03 de julio  de 1992(fls. 191 y 192 c.1), providencia en la que decretó algunas de las pruebas pedidas por las partes.

2.3 Alegatos de Conclusión.

Mediante auto del 23 de agosto de 2001 se ordenó correr traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para lo de su cargo.(fl. 288 c.1).
El apoderado del  Municipio de Neiva presentó oportunamente alegatos de conclusión (fls 289 a 296) ; la parte actora y el Ministerio Público guardaron silencio.

En sus alegatos la parte demandada afirma que no se demostró la existencia de perjuicio, por cuanto el municipio cumplió con todas las disposiciones legales. Manifiesta, además, que el sellamiento obedeció a que la sociedad demandante dejó vencer la licencia que se le había otorgado. De otra parte, advierte que si el sellamiento de la obra le produjo algún daño a la parte actora, éste es responsabilidad exclusiva de la misma por haber dejado vencer la licencia referida.

3 Sentencia de Primera Instancia.
1 Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, negó las súplicas de la demanda,mediante sentencia del 30 de noviembre de 2001, notificada el 20 febrero de 2002;por considerar que no se infligió un daño antijurídico a la Sociedad demandante, 
2 En efecto, el a quo fundamentó su decisión en los siguientes argumentos:
“En el caso concreto, la administración selló la obra “Clínica la Paz”, una vez se encontraba vencida la revalidación de licencia, y pasó a estudiar si existe una posible infracción a las normas urbanísticas por parte de la sociedad VANEGAS SILVA, al considerarse que se había quebrantado la continuidad que debía imperar en las construcciones del sector, así como lo concerniente al ochave.

La sala entiende que, la circunstancia particular y concreta, como fue el hecho de encontrarse vencida la revalidación de la licencia, posibilita, faculta, autoriza a la administración municipal para adelantar los estudios pertinentes que determinen la procedencia de una nueva revalidación.

Es entendible que la actuación administrativa que pueda clasificarse de irregular, como consecuencia de una omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio, no se estructura en el presente caso. En efecto, quedó plasmado que la administración actúa en el sub judice una vez se vence la revalidación en cuestión y es ahí en este preciso instante cuando adquiere potestad la Alcaldía Municipal de Neiva para disponer de los estudios y análisis pertinentes. Así ocurrió, quedó habilitada la sede gubernativa como consecuencia del vencimiento del documento revalidatorio y es esa instancia en la que se circunscribe  la expedición de los actos administrativos conformados por la resolución No. 188 del 20 de julio de 1989, por parte de la oficina de planeación que revalida la licencia de construcción No. 029 de 13 de mayo de 1986, por el término de dos años  con la condición que se adecue la obra a los parámetros establecidos(sic)la resolución 015 de 1984; de la resolución No. 250 de septiembre de 1989 del Departamento de Planeación que deniega la reposición solicitada y concede en subsidio la apelación;……….” 

Indica más adelante el Tribunal de primera instancia que el tiempo que duraron los trámites de la vía gubernativa, que terminaron con la revalidación de la licencia por dos años, fueron consecuencia  
“ de la actitud negligente de la parte interesada que no solicitó a tiempo la revalidación en cuestión y de esta forma legitimó el actuar de la administración municipal que buscó corroborar sí se estaba cumplimiento o no con las normas pertinentes..” 

Concluye el juez a quo:

“En síntesis brilla por su ausencia la falla en el servicio en la medida en que verificando en el expediente no se yergue el primer elemento que configura tal fenómeno, esto es, la actuación administrativa que puede clasificarse de irregular, generada como consecuencia de una omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio”.

A propósito de la manifestación de la entidad demandada, de acuerdo con la cual, los actos administrativos precedentes a la licencia habían sido obtenidos con maniobras fraudulentas, porque el representante legal de la entidad demandada había sido  el Jefe de Planeación del Municipio de Neiva, el Tribunal dijo:

“Cuando el arquitecto JAIME VANEGAS SILVA se desempeñó como Jefe de Planeación del municipio de Neiva, no existían las disposiciones concernientes al ochave, figura que fue reglamentada a partir del año de 1984 al entrar en vigencia la resolución No. 015 emanada  del Departamento de Planeación Municipal.  Es decir, no se puede pensar que el arquitecto VANEGAS SILVA hubiese querido intencionalmente quebrantar dicha normatividad, por que (sic) es que para el año de1979 cuando es jefe de planeación y expide la demarcación 1.171, la misma no hacía parte del ordenamiento jurídico.

Si bien es cierto se obvió lo concerniente al antejardín, ello no resulta extraño si tenemos en cuenta que por disposición expresa del código de urbanismo, se contempla la posibilidad de eliminarlos, cuando se trate de una vía clasificada como V4, que es el caso de la carrera 9ª punto de discordia(…) Además no se encontraba entre dos lotes con antejardín como para que tuviese que alinear la fachada de conformidad, por cuanto era un lote esquinero donde ese estaba levantando la construcción”.

4 El recurso de apelación.
Mediante escrito de fecha 25 de febrero de 2002 (fls. 327-332 cuaderno de la segunda instancia),el apoderado de la parte demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia del30 de Noviembre de 2001, proferida por la Sala de Descongestión del Tribunal Administrativo del Huila.

Argumenta el recurrente que el Tribunal en el fallo de primera instancia  razona equivocadamente, al considerar que al vencerse una licencia de construcción, la  administración queda facultada para adelantar estudios pertinentes que determinen la procedencia de una nueva revalidación, porque de ser así “Se llegaría al absurdo de aceptar que si la licencia de construcción se vence ( y solo después de vencida se puede solicitar su revalidación) cuando falta muy poco para concluir una edificación o antes de terminar cualquier edificación, la administración municipal adquiere la facultad de “adelantar estudios” para hacer algo que legalmente debió hacer antes con el debido cuidado y, con este expediente , variar o simple y caprichosamente contravenir todo el proceso anterior de estudios previos,planeamiento y autorizaciones que son indispensables para iniciar la difícil tarea de construir inmuebles”, 

De otra parte, sostiene el apoderado de la parte actora que el Tribunal no podía desconocer la existencia de un acto administrativo de la Alcaldía de Neiva, en el que se había revocado la decisión de adecuar la construcción a la normatividad urbanística posterior, como a su juicio lo hace, al justificar que la administración municipal podía hacer estudios, pues con ello estaría atacando un acto administrativo que resuelve situaciones de carácter particular y concreto, sin que haya demanda contra el mismo.

Afirma también el recurrente que la expiración del término de la licencia no implica la pérdida de validez de los actos administrativos precedentes, pues la misma sólo depende del pago de impuestos.

El Tribunal Administrativo del Huila, Sala Segunda de Decisión, mediante auto del 6 de marzo de 2002, concedió el recurso de apelación presentado oportunamente por la parte demandante. (fl. 334, cuaderno de la segunda instancia).
5 Actuación en segunda instancia.
Esta Corporación admitió el recurso de apelación interpuesto encontra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila,mediante auto del5 de julio de 2002 (fl. 339 cuaderno de la segunda instancia). Por medio del auto de fecha 29 de julio de 2002  se corrió traslado a las partes por el término de 10 días para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto por escrito (fl. 341 cuaderno de la segunda instancia).
Las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.

El 28 de agosto de 2002, el expediente ingresó al despacho para fallo. (Fl 342 cuaderno de la segunda instancia).

Entre el día 6 de octubre de 2003 y el 6 de septiembre de 2006, fueron radicados diversos oficios comunicando el embargo de los derechos litigiosos o créditos  que resultaren a favor de la SOCIEDAD VANEGAS SILVA CIA S. en C..(Fls. 344- 432). Mediante providencia del 2 de octubre de 2006, suscrita por el magistrado Alier Eduardo Hernández, ordenó que los referidos embargos fuesen tenidos en cuenta en el momento de dictar sentencia.

El expediente fue asignado, mediante acta individual de reasignación del 29 de septiembre de 2010, al despacho del Consejero JAIMER ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA.

II. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación que formulara la parte demandante, en juicio de dos instancias, con el objeto de que revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión.
Para resolver el asunto sometido a conocimiento de la Sala, se abordará el estudio de los siguientes aspectos: 1)el objeto del recurso de apelación; 2) Los problemas jurídicos planteados en el recurso. 3) Los presupuestos para la responsabilidad extracontractual del Estado; 4) La responsabilidad del Estado por los daños causados como consecuencia de una operación administrativa. 5)los hechos probados en relación con el daño antijurídicoy; 6) Las pruebas obrantes en relación con la existencia y el monto de los perjuicios pretendidos.
1 Objeto del recurso de apelación.
El recurrente centra su inconformidad en dos aspectos:

1.  Que el Tribunal al razonar en la forma en que lo hizo, ataca el acto administrativo que revocó el condicionamiento de la revalidación de la licencia, dejándolo sin efecto, sin que el mismo hubiese sido demandado.

2.  Que la revalidación de la licencia de construcción no autoriza a la administración para volver a hacer nuevos estudios sobre la viabilidad de la misma, porque la expiración de la vigencia de una licencia de construcción no implica que la misma y los actos administrativos precedentes pierdan validez.
2. Problemas Jurídicos planteados en el recurso:

Aunque el problema jurídico general a resolver, es sí la operación administrativa mediante la cual la Alcaldía de Neiva selló y suspendió la obra de construcción de la Clínica de la Paz, causó un daño antijurídico a la sociedad demandante; en aras de no pasar por alto los argumentos del recurrente la Sala afronta previamente dos problemas jurídicos específicos que surgen de los argumentos esgrimidos por el apelante.  Tales problemas jurídicos son:

1. ¿El tribunal Administrativo del Huila, al fallar en el sentido que lo hizo, dejó sin efecto el acto administrativo de la Alcaldía de Neiva, de 6 de marzo de 1990, en el que se revocó la orden de adecuar la licencia de Construcción?

 La Sala debe advertir desde ya, que no le asiste razón al recurrente en este planteamiento, puesto que el fallo de primera instancia nada dice sobre la validez o los efectos de tal acto administrativo;  y no lo podría haber dicho, toda vez que la legalidad y validez de los actos administrativos son ajenas a la acción de reparación directa que dio lugar a este proceso. Ahora bien, el hecho de que en el fallo de primera instancia se indique que la sociedad demandante al dejar vencer el término por el cual le había sido revalidada la licencia, dio la oportunidad a la administración municipal de Neiva de hacer nuevos estudios; no implica que se le esté quitando valor a la decisión del alcalde ad hoc, quien consideró que dichos estudios no podían hacerse; pues ni en la parte motiva o resolutiva del fallo de primera instancia se expresa juicio alguno sobre la validez de tal acto administrativo.

2. ¿El vencimiento del término de vigencia de una licencia, implica que los actos administrativos que dieron origen a esa licencia, como la aprobación de la delimitación del lote, la aprobación de planos y la licencia misma pierdan su validez?
Para absolver el problema jurídico que se acaba de plantear, lo primero que debe advertirse es que, puesto que en la época en que ocurrieron los hechos no habían entrado en vigencia el decreto 1469 de 2010, en cuyo articulo 47 se regula hoy específicamente la forma y las prerrogativas que tiene la administración cuando se le solicita la prórroga de una licencia de construcción; dicha legislación no puede ser aplicable al caso sub judice. 

Así las cosas, para efectos de resolver, la Sala estima necesario examinar el contexto normativo vigente para la fecha en que fue otorgada la licencia de la “Clínica la paz”. Este contexto normativo lo constituía el código urbanístico de la ciudad de Neiva, aprobado mediante decreto 118 de 1980, obrante en copia autentica a folios 158- 215 del cuaderno de pruebas, documento remitido mediante oficio 545 del 9 de marzo de 1993, por la Secretaría de Planeación de Neiva. 

Esta reglamentación, al regular el otorgamiento de licencias de construcción en su artículo 7, se limita a indicar la forma en que se hace la solicitud de tales licencias y el término que la administración tiene para otorgarlas, después de que el solicitante ha cumplido los requisitos que allí se exigen. Nada se dice sobre el término por el cual se debían otorgar las licencias, y menos aún el trámite para su renovación
.  

Por su parte, la resolución 015  de 1984 tampoco se pronuncia sobre el particular. Así las cosas, se deben observar las normas que a nivel nacional regulaban para la época la expedición de licencias de construcción.  A este respecto, el decreto 1333 de 1986, código de régimen político y municipal vigente en el momento en que se expidió la licencia objeto de este proceso, tampoco hace relación a la renovación de licencias de construcción.

Ante esta ausencia de una marco normativo claro y específico,   tanto a nivel municipal como nacional, en la época en que se concedió la licencia a la sociedad demandante, que regulara un procedimiento para la prórroga o renovación del término bajo el que se otorga una licencia de construcción y los elementos que debía tener en cuenta la administración para prorrogarla, renovarla o revalidarla; solo le resta a la Sala atender al texto de la licencia y de los otros actos administrativos antecedentes que le sirvieron de sustento, así como al principio de la confianza legítima, amén de algunas consideraciones sobre la naturaleza jurídica de las licencias de construcción.

2.1 Los términos de la licencia 029 y los actos administrativos antecedentes.

La delimitación 1014, del 31 de octubre de 1984, expedida por el Departamento de Planeación Municipal de Neiva, prescribe expresamente que para la SOCIEDAD VANEGAS SILVA S. en C., “es factible eliminar el antejardín ya que las construcciones del sector no lo tienen”. (fl. 29 c. 1.)

Por su parte la licencia 029 del 13 de mayo de 1996 afirma que la edificación cuya licencia se autoriza, esto es la clínica la paz, “debe ajustarse a la demarcación No. 1014 Oct-84”.
También obran dentro del expediente las revalidaciones de esta licencia autorizadas en dos oportunidades, en forma incondicional y en los mismos términos, por la administración municipal; revalidaciones que fueron solicitadas una vez vencida la licencia, porque así lo estipulaba la misma, por cuanto en su texto se lee:
“OBSERVACIONES

 VALIDA UNICAMENTE POR SEIS (6) MESES, PASADOS LOS CUALES DEBE SOLICITARSE SU REVALIDACION”. 

Pues bien, en cumplimiento de esta disposición, la sociedad demandante solicitó en dos ocasiones la revalidación de la licencia, una vez que la misma se había vencido; y en ninguna de estas oportunidades la administración municipal le condicionó tal revalidación a que cumpliera con el ochave previsto en el artículo 7 parágrafo 5, de la resolución 015 de 1984, que prescribe:

“OCHAVES:

Toda edificación en esquina que no contemple, en el proyecto plaza, plazoleta o similares deberá ceñirse al Ochave de conformidad al ancho de la vía.

Para vías de 10.00Mtrs. el ochave será de 4.00 mtrs. de radio al borde interior del andén para vías de 12.00 Mtrs, el ochave será de 4.50 Mtrs. de radio al borde interior del andén; para vías de 20.00 Mtrs o más, el ochave será de 6.00 Mts de radio al borde interior del andén.

El ancho del antejardín, donde lo hubiere, se considerará como parte del radio mínimo de ochave”.
Tampoco exigió la administración municipal que se alineara la construcción con el parámetro que tenía la clínica Neiva, como si lo hizo cuando condicionó  la tercera solicitud de revalidación.

2.2 La naturaleza jurídica de las licencias de construcción

Acerca de la licencia de construcción la doctrina ha dicho que se trata de actos administrativos que superan la visión individualista y que están atados a una visión colectiva del derecho administrativo. Conforme con lo anterior, se le atribuyen entre sus características, que constituyen actos administrativos provisionales, esto es, sujetos a un término de vigencia especifico, que además pueden ser en cualquier momento confrontados con las normas urbanísticas vigentes. Sobre el particular se ha dicho:

“Los actos administrativos que confieren permisos, licencias, autorizaciones y similares, son actos provisionales, subordinados al interés público y, por lo tanto, a los cambios que se presenten en el ordenamiento jurídico respectivo, cuyas disposiciones, por ser de índole policiva, revisten el mismo carácter, como ocurre con las normas pertinentes al caso, esto es, las relativas al uso del suelo y desarrollo urbanístico. Quiere decir ello que los derechos o situaciones jurídicas particulares nacidos de la aplicación del derecho policivo, no son definitivos y mucho menos absolutos”
.
La provisionalidad que reviste las licencias se materializa en que las mismas son otorgadas por un lapso determinado. La expiración del término de la licencia es sinónimo de pérdida de vigencia del acto administrativo. Para el efecto es útil recordar que el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo establece  la pérdida de vigencia del acto administrativo, como motivo de pérdida de fuerza ejecutoria del mismo. Así las cosas, dicho vocablo, “vigencia”,  denota el plazo que en principio se le otorga al particular para ejecutar el mismo.  En este caso,  el vencimiento del término de 6 meses otorgado por la licencia de construcción 029, lo dejaba sin fuerza de ejecutoria.

Sobre la pérdida de vigencia, como causal de pérdida de fuerza ejecutoria, se ha dicho que: “.es un concepto genérico que recoge la totalidad de eventos de pérdida de fuerza ejecutoria. Tanto el decaimiento como la nulidad o el cumplimiento de la condición resolutoria quedarían incorporados bajo este nombre genérico deperdida de vigencia. Tendríamos que agregar algunas otras situaciones especifica que harían parte de la pérdida de vigencia: estas son los eventos de derogatoria o revocación, que de configurarse podríamos, conforme al ordenamiento positivo, calificarlos como limitantes a la eficacia del acto en razón de que son verdaderos ejemplos de pérdida de fuerza ejecutoria del mismo”
.
A lo anterior, debe adicionarse la hipótesis prístina de perdida de vigencia, cual es el de la expiración del término por el cual fue expedido el acto administrativo, máxime  cuando se trata  de licencias urbanísticas que, como se especificó anteriormente, son actos administrativos esencialmente provisionales, y si bien pueden ser revalidados, tal como lo preveía la misma licencia que dio origen a este proceso, tal revalidación implica, justamente volver a otorgar validez, que es  distinto a prorrogar, por cuanto  renovar o revalidar un acto, implica proferir un nuevo acto. Y la revalidación, por oposición a la prórroga, implica que la administración puede examinar las condiciones de legalidad, y por ello ésta ocurre cuando el acto revalidado ya ha expirado, como en efecto lo hizo la administración del municipio de Neiva en el caso sub judice.  En contraste, la  prórroga  puede darse únicamente mientras el término por el que ha sido concedido el acto no ha expirado.
En este orden de ideas, se tiene que el municipio de Neiva, si bien previó la revalidación de la licencia con posterioridad a la expiración del término de vigencia, nada dijo sobre la prórroga de la misma, y si lo hubiese dicho, tal prórroga debía solicitarse dentro del término de vigencia, pues la prórroga significa justamente extender en el tiempo un término de vigencia que existe. Sin embargo, no fue esta la manifestación que hizo la entidad demandada al otorgar la licencia 029 de 1986, ésta simplemente estableció la revalidación con posterioridad a la expiración de su vigencia, con lo cual estaba significando su total autonomía para estudiar nuevamente las condiciones  y  mediante un acto administrativo revalidar, es decir, volver a darle validez a una licencia que había expirado.

Sobre esta diferencia ya se ha pronunciado el Consejo de Estado,  y aunque lo ha hecho en el contexto de los contratos de arrendamiento, los argumentos esgrimidos son perfectamente aplicables para la materia que ocupa la Sala en el caso sub judice.  En dicho precedente se indica: 

“Por lo demás, es oportuno resaltar que conforme al Diccionario de la Real Academia Española “renovar” tiene como acepciones las de hacer de nuevo una cosa o reemplazarla, en tanto que prorrogar es continuar.  En consecuencia, si la renovación de un contrato implica uno nuevo, la exigencia del pago de los costos del peritaje que se realice para determinar el avalúo de un inmueble y, por ende, su canon de arrendamiento, no puede considerarse como una modificación, pues ésta parte del supuesto de algo que ya existía, lo que no se da en la renovación sino en la prórroga”
.

Si bien es cierto el vocablo utilizado en la licencia número 029 no fue el de “renovación” sino “revalidación”, acudiendo al sentido gramatical de las palabras, el diccionario de la Real Academia de la  lengua indica que  revalidar es darle nuevo valor a algo, la acepción nuevo valor, sugiere por si misma que se trata de  una nueva consideración, que no se trata de legitimar un valor anterior, con lo cual se confirma que la expresión utilizada hacía referencia a un aspecto distinto a la prórroga que si implica la permanencia en el tiempo de un acto en las mismas condiciones en que fue emitido desde su origen.
De otra parte, y para abundar en ejemplos de lo que el ordenamiento colombiano entiende por prórroga, en materia de términos procesales, el Código de Procedimiento civil y el Código General del Proceso estipulan que los términos podrán ser prorrogados  siempre que la solicitud de prórroga  se presente antes  del vencimiento del término
.

Todas estas consideraciones ponen de presente que si el municipio de Neiva en la licencia se abstuvo de utilizar un término jurídico suficientemente decantado como es el de “prórroga”; y en cambio consagró la revalidación de la licencia y, coherentemente,  estipuló de forma expresa que la revalidación se haría después de vencido el término; el propósito no era continuar con la licencia en las mismas condiciones, sino que su revalidación, es decir, su nuevo valor implicaba un estudio conforme a las circunstancias del momento en que se pedía tal revalidación. 
También ha utilizado esta Corporación el sentido técnico de la expresión “prórroga” a propósito de la posibilidad que tienen los árbitros de prorrogar el término que tienen para proferir el laudo. En este contexto el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado indica:

“Pero trátese de prórroga o de ampliación, según sea el caso, lo cierto es que la prórroga o la ampliación sólo puede ordenarse antes de que venza el término que se pretende prorrogar o ampliar y la razón es sólo una y evidente: si el término se venció los árbitros ya no tendrán poder jurisdiccional y por ende las decisiones que tomen, y entre ellas las de prorrogar o ampliar según el caso, no serán vinculantes por haber sido adoptadas por quien o quienes carecen de facultad jurisdiccional pues ésta les ha fenecido con la expiración del término de duración del tribunal de arbitramento”
.
De otra parte, aunque como bien se advirtió en precedencia, la legislación actual no resulta aplicable al caso concreto, la Sala subraya cómo de forma coordinada con lo que el ordenamiento colombiano entiende por prórroga, el régimen actualsobre expedición de licencias urbanísticas,  especifica que la prórroga de las licencias debe ser solicitada con 30 días de anticipación al vencimiento de su término
.Obsérvese que no se habla de revalidación, sino de prórroga y ésta debe estar condicionada a que el acto administrativo cuya prorrogabilidad  se pretende no haya  expirado, pues expirado el mismo podrá hablarse de revalidación o renovación, lo cual implica un nuevo acto administrativo,esto es, una nueva licencia, para el otorgamiento de la cual la administración goza de total autonomía
.
Ahora bien, lo anteriormente expuesto pone en evidencia que el vencimiento del término de la licencia implica pérdida de validez de la misma, ipso iure;Sin embargo, previo a resolver el problema jurídico general, esto es, si la suspensión de la obra de la “Clínica La paz”, ocasionó un daño antijurídico que deba ser indemnizado a la parte actora, no puede pasar inadvertido la Sala que la licencia fue revalidada en dos ocasiones de forma incondicional, ésto para efectos de determinar si puede derivarse de tales revalidaciones un efecto que impidiera a la administración municipal de Neiva en una oportunidad posterior condicionar tal revalidación, tal como lo hizo.
Desde esta perspectiva, no puede ser de recibo el argumento según el cual, como consecuencia de que la licencia 029 de 1986 fue  revalidada en dos oportunidades de manera incondicional y en los mismos términos  en que había sido otorgada, pudo haberse generado una confianza legítima en el particular en que la misma seguiría siendo renovada sempiternamente en idénticas condiciones.  Y no puede ser de recibo , como bien lo ha advertido la doctrina,  porque uno de los elementos para la identificación de situaciones de confianza legítima es, justamente la legitimidad de la confianza, esto es: 
“ aquella que se soporta  en circunstancias objetivas, plausibles, razonables y verdaderas que la motivan y explican revistiéndola de una halo de credibilidad y autenticidad indiscutibles. Por lo mismo, la confianza que se encuentra cimentada sobre criterios exclusivamente subjetivos y personales, esto es,  aquella que está fundada en el simple deseo, en ideas erróneas, en creencias equivocadas, o la que se soporta  en comportamientos dolosos o gravemente culposos que distorsionan la realidad y que son imputables a quien la deposita u otorga en forma injustificada, ficticia, simulada y postiza, desde ningún punto de vista puede ni debe ser considerada legítima, ni mucho menos aún recibir el beneficio de la protección por parte del derecho”
(subrayado fuera de texto).
En el caso particular, la circunstancia que la licencia hubiese sido revalidada en oposición al articulo 7 Parágrafo 5, del decreto 015 de 1984, que obligaba a los propietarios de los predios esquineros a dejar una distancia mayor, denominada ochave; fue una conducta manifiestamente culposa por parte de la administración, que no puede constituirse en fuente de derecho.
En el caso concreto, la licencia urbanística otorgada a la sociedad demandante estaba en manifiesta contradicción con el artículo 7 Parágrafo 5 del decreto 015 de 1984, del Concejo de Neiva, lo cual constituía de suyo, una grave distorsión de la realidad normativa, que no puede ser generadora de derechos.
Aunado a lo anterior, debe tenerse presente que tampoco las revalidaciones incondicionales hechas por la administración municipal de Neiva pueden constituir un elemento de confianza legítima en los aquí demandantes, por la misma naturaleza provisional de la licencia urbanística a la que se hizo referencia. En efecto,  la misma doctrina anteriormente citada, cuando intenta esbozar casos en los cuales es imposible que se configure la confianza legítima afirma: 
“Para ilustrar eventos en los cuales se presenta este tipo de situaciones,  piénsese por ejemplo en aquellas decisiones administrativas relacionadas con el aprovechamiento y la explotación de los recursos naturales, la tenencia y el porte de armas, la explotación de industrias contaminantes, los permisos migratorios, las licencias que permiten la ocupación  transitoria del espacio público, etc., los cuales, por razones  asociadas al interés general y la conveniencia pública pueden ser otorgados por un breve término…. No tendría sentido que en estos casos el Estado quedara atado a sus propios actos anteriores, cuando la necesidad de preservar el medio ambiente, la salud pública, la seguridad nacional, la soberanía y otros bienes e intereses de carácter público, aconseja dejar a salvo la oportunidad de dar por terminado el  cualquier tiempo el uso y aprovechamiento permitido, autorizado o concedido”

Luciano Parejo identifica estas situaciones como Actos de edificación en curso de ejecución legitimados por licencia u orden de ejecución ilegales, respecto de los cuales precisa que:
“La primera medida aquí procedente es, en efecto, la suspensión de la licencia u orden de ejecución existente y, por tanto, de su eficacia  propia respecto  a cualesquiera actos materiales de aprovechamiento urbanístico que estuvieren amparando. Cierto que,  además, la suspensión de la licencia u orden de ejecución lleva consigo la paralización de las obras iniciadas a su amparo”.

En el caso sub judice, no era necesaria la suspensión, dado que la licencia había expirado; pero la administración contaba con la facultad de suspender la obra mientras se adecuaba la misma al ordenamiento urbanístico del municipio de Neiva, es decir, al cumplimiento de lo dispuesto por el decreto 015 de 1984 en lo relacionado con el ochave previsto para los predios ubicados en esquina.
Determinado como ha quedado que la licencia urbanística otorgada a la sociedad demandante no se encontraba vigente en el momento en que se pidió su tercera revalidación; precisado también  que las revalidaciones incondicionales que de la misma se habían hecho con anterioridad no vinculan a la administración; se ocupa enseguida la Sala de determinar sí el condicionamiento que la administración realizó para la convalidación de la licencia en la tercera oportunidad en que se solicitó, con el consecuente sellamiento de la obra  durante el  tiempo que tomó el desarrollo de la vía gubernativa con los actos administrativos que condicionaron la revalidación, constituye un daño antijurídico  irrogado a la Sociedad VANEGAS SILVA,  tal como se pretende en la demanda y se reitera en el recurso de apelación. Para el efecto, la Sala se ocupa a continuación deverificar los presupuestos para que se declare la responsabilidad del Estado y si los hechos probados dentro de este proceso se subsumen dentro de tales presupuestos. 

3Presupuestos para la configuración de la responsabilidad extracontractual del Estado.

1 Con la Carta Política de 1991 se produjo la “constitucionalización”
 de la responsabilidad del Estado
 y se erigió como garantía de los derechos e intereses de los administrados
 y de su patrimonio
, sin distinguir su condición, situación e interés
. Como bien se sostiene en la doctrina,
“La responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como una garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad
; los daños cubiertos por la responsabilidad administrativa no son deliberadamente causados por la Administración por exigencia del interés general, no aparecen como un medio necesario para la consecución del fin público”
.

2 Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución, la cláusula general de la responsabilidad extracontractual del Estado
 tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un administrado, y la imputación del mismo a la administración pública
 tanto por la acción, como por la omisión. 
3 En cuanto al daño antijurídico, el precedente jurisprudencial constitucional señala que la,

“… antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la conducta desplegada por la Administración sino de la no soportabilidad del daño por parte de la víctima. De otra lado, la concepción del daño antijurídico a partir de la consideración de que quien lo sufre no está obligado a soportarlo constituye otra forma de plantear el principio constitucional según el cual, la igualdad frente a las cargas públicas es sustento de la actividad de la administración pública”
.

Así pues, el precedente jurisprudencial constitucional ha señalado,

“La Corte Constitucional ha entendido que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación estatal armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los administrados frente a la propia Administración”
.

De igual manera, el precedente jurisprudencial constitucional considera que el daño antijurídico se encuadra en los “principios consagrados en la Constitución, tales como la solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución”
.

Así mismo, debe quedar claro que es un concepto que es constante en la jurisprudencia del Consejo Estado, que debe ser objeto de adecuación y actualización a la luz de los principios del Estado Social de Derecho, ya que como lo señala el precedente de la Sala un “Estado Social de Derecho y solidario y respetuoso de la dignidad de la persona humana, no puede causar daños antijurídicos y no indemnizarlos”
. Dicho daño tiene como características que sea cierto, presente o futuro, determinado o determinable
, anormal
 y que se trate de una situación jurídicamente protegida
.

Ahora bien, en cuanto a la imputación exige analizar dos esferas: a) la fáctica, y; b) la jurídica. En esta última se debe determinar la atribución conforme a un deber jurídico (que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados en el precedente de la Sala: falla o falta en la prestación del servicio –simple, presunta y probada-; daño especial –desequilibrio de las cargas públicas, daño anormal-; riesgo excepcional). Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. Precisamente, en el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene,

“La superioridad jerárquica de las normas constitucionales impide al legislador diseñar un sistema de responsabilidad subjetiva para el resarcimiento de los daños antijurídicos que son producto de tales relaciones sustanciales o materiales que se dan entre los entes públicos y los administrados. La responsabilidad objetiva en el terreno de esas relaciones sustanciales es un imperativo constitucional, no sólo por la norma expresa que así lo define, sino también porque los principios y valores que fundamentan la construcción del Estado según la cláusula social así lo exigen”
. 

Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado exige la afirmación del principio de imputabilidad
, según el cual, la indemnización del daño antijurídico cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica
. Debe quedar claro, que el derecho no puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las mismas”
.

Debe, sin duda, plantearse un juicio de imputación en el que demostrado el daño antijurídico, se analice la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: peligro, amenaza y daño. En concreto, la atribución jurídica debe exigir que sea en un solo título de imputación; en primer lugar debe examinarse si el elemento fáctico constituye  una falla en el servicio, en la que deba encuadrarse la responsabilidad extracontractual del Estado, sustentada en la vulneración de deberes normativos
, que en muchas ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino que se expresan como deberes positivos en los que la procura o tutela eficaz de los derechos, bienes e intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla con la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho.

En segundo lugar, sí no es posible atribuirle la responsabilidad al Estado por la falla en el servicio, debe examinarse a continuación sí los elementos fácticos del caso concreto permiten la imputación objetiva a título de daño especial o riesgo excepcional.

En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado se puede configurar una vez se demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde el ámbito fáctico y jurídico). Conforme al anterior esquema, se analizará el caso a resolver.

4 La responsabilidad del Estadopor los daños causados a particulares como consecuencia de una operación administrativa.
Aunque en la demanda no se utiliza el vocablo “operación administrativa”,de las pretensiones y del elemento fáctico del libelo se desprende que el hecho dañoso endilgado por la parte actora al municipio demandado,es el sellamiento de la obra, con la consecuencial suspensión de la misma; y este comportamiento coincide, como bien lo advirtió el juez a- quo, con el concepto de operación administrativa.
En efecto, por operación administrativa en el ordenamiento jurídico colombiano se ha dicho que:

“Constituye el aspecto dinámico-práctico en la materialización de lo dispuesto en la ley o en el acto. Tradicionalmente se ha considerado como operación administrativa aquel fenómeno jurídico que consiste en un conjunto de actuaciones administrativas tendientes a la ejecución de la decisión legal o administrativa. Es decir, el traslado real y evidente de la decisión administrativa al mundo de la eficacia. Por lo tanto, no se trata de un fenómeno predicable de la legalidad o validez del acto administrativo, sino, por el contrario, del posterior y complementario de la eficacia del mismo”
. 

Como lo pone de presente esta misma doctrina:

“La jurisprudencia colombiana clasifica en dos tipos las operaciones administrativas, partiendo de si el acto al que se pretende dar cumplimiento es expreso o tácito. De esta forma se conoce la operación dependiente de un acto escrito o aquella que emana de un acto no escrito (…)”.
“En la segunda de las hipótesis, esto es, tratándose de operaciones que dependan de un acto administrativo no escrito, se debe tener en cuenta que en la práctica los dos fenómenos se producen, por así decirlo, simultáneamente. Se trata de casos en los cuales el ejercicio del poder público administrativo invita a que la operación sea lógica e inmediata con la decisión administrativa. La Constitución Política y las leyes confieren al órgano ejecutivo ciertos poderes jurídicos para actuar en situaciones especiales. Esas circunstancias imponen en algunos casos la necesidad de apelar a procedimientos rápidos y expeditos de decisión y ejecución. Ocasiones hay en que las órdenes serán necesariamente verbales, y materiales los sistemas inmediatos para cumplirlas.

Para efecto de aplicar el bloque de legalidad en estas situaciones de urgencia, el Gobierno profiere actos administrativos de ejecución inmediata. La decisión no se escribe: se realiza, pero el acto o sucesión de actos materiales de ejecución no son más que la consecuencia forzosa y necesaria de la decisión verbal que los precede. Tal y como lo expresa el inciso 3.º del artículo 1.º del cca, estas situaciones son típicas de los procedimientos militares o de policía, donde se requieren decisiones de aplicación inmediata para evitar o remediar perturbaciones al orden público, a la seguridad, tranquilidad y salubridad, a la defensa nacional, a la circulación de personas o de cosas. No obstante lo anterior, nos resulta claro que los actos administrativos verbales pueden darse igualmente en situaciones de normalidad de la administración, cuando por esta vía las autoridades produzcan decisiones, creando situaciones jurídicas que se hagan ejecutorias”
. 
Ahora bien, a la luz de lo transcrito, se tiene que  lo ocurrido en el caso sub judice, se subsume en el concepto de operación administrativa del segundo tipo, esto es, de aquellas a las que les precede un acto administrativo tácito. En efecto, en ejercicio del poder de policía, la administración municipal de Neiva ordenó y materializó el sellamiento de la obra “Clínica la Paz”, mediante una operación administrativa que no estuvo precedida de un acto escrito, lo cual la  ubica en la segunda categoría de las establecidas por la jurisprudencia.
Para que la operación administrativa pueda ser tenida como la causa de un daño antijurídico, según la jurisprudencia de esta Corporación, debe demostrarse que la misma haya sido irregular o ilegal
. Por ello, procede la Sala a determinar sí en este caso concreto la operación, consistente en el sellamiento de la obra, adolece de irregularidad o ilegalidad.
5. 
Hechos probados 
Para efectos de determinar si en el caso sub judice el sellamiento de la obra de Construcción de la “Clínica la Paz”, causó un daño antijurídico a la sociedad demandante, derivado del referido sellamiento, que deba ser indemnizado; la Sala tiene por probados los siguientes hechos relevantes:
1. El folio de matrícula inmobiliaria No. 200-0066959, que da cuenta de la propiedad del lote de terreno donde se construye la “Clínica la paz”, en cabeza de la Sociedad demandante (f. 25 C.1).
2. La demarcación 1014, del 31 de octubre de 1984, expedida por el Departamento de Planeación Municipal de Neiva, sobre el lote de terreno en el que se construyó la “Clínica la paz”. (fl. 29 c. 1). Documento en el que nada se exigía en relación con el ochave, y en el que se autorizaba expresamente a la sociedad demandante a eliminar la zona de antejardín en la construcción de la “Clínica la Paz”.
3. La licencia 029 del 13 de mayo de 1996, expedida en favor de la Sociedad Demandante para la construcción de la nuevas instalaciones de la Clínica la Paz. (F. 26). La cual advierte que la construcción debe ajustarse a la demarcación 1014 de 1984, relacionada en el numeral anterior.

4. La revalidaciones de la anterior licencia de construcción, una hecha el 8 de julio de 1987 y otra el 12 de octubre de 1988. (Anversos de los folios 26 y 27 c. 1):

5. Solicitud de revalidación presentada por la parte actora el 28 de abril de 1989 (f. 33 c.1). 
6. El sellamiento y suspensión de la obra ocurrida el 29 de abril de 1989, fue acreditado por cuanto fue alegado por la actora y admitido por la entidad demandada. En efecto, aunque el municipio de Neiva advirtió en la contestación de la demanda que la fecha debía probarse, tal fecha se encuentra admitida por la parte demandada, en los hechos relacionados en la resolución 188 de 1989 (Fl.60 c.1).
7. Resolución 188 del 20 de junio de 1989, en donde se condiciona la revalidación de la licencia a la adecuación de la obra  a  nuevos parámetros.

8. Resolución sin numero, expedida por el Alcalde Ad-hoc de Neiva, el 6 de marzo de 1990 en el que revoca la resolución relacionada en el numeral anterior(fls. 95-104.c.1).
Las pruebas anteriormente relacionadas dan cuenta que la administración municipal de Neiva había expedido una licencia de construcción que no tenía prevista la posibilidad de la  prórroga. Se había estipulado, en cambio, una revalidación que en cuanto tal  podía ser solicitada, únicamente después de vencido el término de vigencia. Se encuentra probado que la administración en ejercicio de su poder de policía, cuando constata que se ha vencido por tercera vez el término de vigencia de la licencia,  selló la obra, con la consecuencia lógica de la suspensión de la misma.  
Y justamente en desarrolló de lo que significa revalidar, esto es, dar nueva validez a algo que no lo tiene,  la administración del municipio de Neiva condicionó la revalidación de la licencia, a que se ajustara la obra  a lo previsto por el decreto 015 de 1984, en cuanto tenía que ver con el ochave, y al código urbanístico, respecto de  conservar el área de antejardines que supuestamente tenía el predio contiguo y en el entretanto dispuso el sellamiento de la obra.
En el propósito de precisar si la actuación administrativa en este caso concreto es irregular, debe tenerse presente que la administración cuenta con el poder de policía, en desarrollo del cual legalmente puede imponer sellamientos. En el caso concreto,la administración municipal tenía plenas facultades para hacerlo, pues se encontraba frente a una obra que no había sido terminada dentro del plazo que se había otorgado para realizar la obra, y en cuanto tal podía proceder al sellamiento de la misma y a condicionar la revalidación a su ajuste a la legislación urbanística.
Más aún, las autoridades de policía estaban en el deber de sellar la obra, si la misma se estaba ejecutando. Debe recordarse que en materia urbanística los garantes del orden jurídico urbanístico son precisamente las autoridades de policía, a cuya cabeza se encuentra precisamente el alcalde municipal. Constituiría un acto de irresponsabilidad de la autoridad local de policía, que ante la evidencia de ejecución de obras de construcción, como son las del caso que nos ocupa, sin existencia de licencia, no hubieren procedido al cierre correspondiente. 
Recapitulando, si en un contexto como el descrito, es decir, en un momento en el que la legislación nacional y municipal no regulaban el procedimiento para la prórroga de licencias de construcción,  a un particular se le otorga una licencia de construcción y se le advierte que la misma podrá ser revalidada solamente después de vencida; no puede interpretarse que la expresión revalidar, sea sinónimo de prorrogar, y por tanto no es dable exigirle a la administración que la revalidación sea  una acto automático, puesto que agotada la vida de la licencia, la administración tiene total libertad para volver a estudiar las condiciones en que se otorgará la nueva licencia urbanística, y en el entretanto, en ejercicio del poder de policía, debe suspender la obra.

La Sala es enfática en que las licencias administrativas son actos administrativos sujetos a un plazo,  vencido el cual , el acto deja de existir y la revalidación implica un nueva manifestación de la voluntad de la administración, completamente autónoma respecto de la primera.
De la misma manera que la doctrina española, al hacer una tipología de los modos de extinción de los actos administrativos,  dispone que existen actos que  se extinguen por efecto de cláusulas modales o resolutorias; puede afirmarse coherentemente que los actos administrativos que otorgan una prerrogativa al particular por un plazo determinado, como ocurre con las licencias urbanísticas, finalizado éste, el acto administrativo se extingue.

Frente a una situación como la que se configura con los hechos que dieron lugar a esta demanda, la administración  simplemente obró conforme a lo previsto, es decir, analizó las condiciones de la obra, que para ese momento se encontraba sin una licencia de construcción, porque la misma había expirado.  En esta nueva oportunidad el municipio de Neiva condicionó su revalidación al cumplimiento de lo previsto por el ordenamiento urbanístico municipal, en materia de antejardines y ochave y en el entretanto, en desarrollo del poder de Policía, ordenó el sellamiento y la consecuente suspensión de la obra, desarrollando una operación administrativa de forma legal. 

Así las cosas, no existe un daño antijurídico, por cuanto a la sociedad demandante no se le había concedido el derecho a prórroga del término, simplemente de revalidación, y en cuanto tal, la administración gozaba de total autonomìa para variar las condiciones que exigía para dar nuevamente validez al acto administrativo.Para la Sala resulta evidente que la alcaldía del municipio de Neiva ejecutó una operación administrativa legal.
Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, ninguna de las partes en el sub lite procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA:
 PRIMERO:  CONFÍRMASEla sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala de Descongestión, el  30 de noviembre de 2001. 
SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO. Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE.
ENRIQUE GIL BOTERO



OLGA VALLE DE DELA HOZ


Magistrado





   Presidente

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado
JCGO
� Código Urbanístico de la ciudad de Neiva, decreto 118 de 1980. “Art. 7. LICENCIA DE CONSTRUCCION. El anteproyecto general deberá ser presentado a la Oficina de Planeación para su aceptación preliminar, dando su concepto sobre el cumplimiento  de las especificaciones urbanísticas.  Aceptado el antreproyecto, el interesado procederá a elaborar proyectos detallados de vías y de las redes  de servicios que deberán ser aprobados por la Oficina de Planeación y las respectivas empresas. Cumplida la anterior tramitación, el interesado deberá presenta a la Oficina de Planeación Municipal los planos detallados para la ejecución de la obra, debidamente aprobados, el anteproyecto general y el Reglamento interno de Lotificación aceptados en forma preliminar. Esta dependencia dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de aprobación del contrato que garantice la ejecución de las obras y la cesión de las zona de uso público por parte de los interesados al Municipio, expedirá la licencia de construcción”.


�Jaime Orlando Santofimio Gamboa, Carácter colectivo de las licencias urbanísticas bajo los presupuestos del Estado social y democrático de Derecho. La ruptura del individualismo clásico en el procedimiento y la decisión administrativos de Licencia Urbanística, en  Revista Digital de Derecho Administrativo, Universidad Externado de Colombia, No. 2, primer semestre de 2009, Pág. 50.


�Jaime Orlando Santofimio gamboa, Tratado de Derecho Administrativo T.II, Bogotá, 2003, pág.343.


� Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 25 de junio de 2004 exp. 7646.


� Código de Procedimiento Civil, artículo 119  y Código General del Proceso, artículo 117.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 9 de mayo de 2012, exp. 42497.


�El decreto 1469 de 2010 en su artículo 47 prescribe: “La solicitud de prórroga deberá formularse dentro de los treinta (30) días calendario, anteriores al vencimiento de la respectiva licencia, siempre que el urbanizador o constructor responsable certifique la iniciación de la obra”.


�En efecto, El artículo 49 del mismo decreto 1469 de 2010 consagra la revalidación y sobre la misma  dispone: “Cuando una licencia pierda su vigencia por vencimiento del plazo o de la prórroga, el interesado deberá solicitar una nueva licencia, ante la misma autoridad que la expidió, ajustándose a las normas urbanísticas vigentes al momento de la nueva solicitud”.





� Gabriel Valbuena, La defraudación de la confianza legítima.  Aproximación crítica desde la responsabilidad del Estado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2008, pág. 165.


� Gabriel Valbuena, op. cit. Pág.170.


� Luciano Parejo Alfonso, Derecho Urbanístico. Instituciones Básicas, Madrid, 1986, págs. 612 y 613.


�En precedente jurisprudencial constitucional se indica: “El Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad y la responsabilidad patrimonial del Estado. La garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades públicas que en sus actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio de sus poderes de intervención causa un daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente”. Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001.


� La “responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización”. Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. Postura que fue seguida en la sentencia C-892 de 2001, considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra también un régimen único de responsabilidad, a la manera de una cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos causados por las actuaciones y abstenciones de los entes públicos”. Corte Constitucional, sentencia C-892 de 2001.


� Derechos e intereses que constitucional o sustancialmente reconocidos “son derechos de defensa del ciudadano frente al Estado”. ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VASQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés. 1ª reimp. México, Fontamara, 2007, p.49.


�“La responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro ordenamiento jurídico tiene como fundamento un principio de garantía integral del patrimonio de los ciudadanos”. Corte Constitucional, sentencia C-832 de 2001.


� La “razón de ser de las autoridades públicas es defender a todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Omitir tales funciones entraña la responsabilidad institucional y la pérdida de legitimidad. El estado debe utilizar todos los medios disponibles para que el respeto de la vida y derechos sea real y no solo meramente formal”. Sentencia de 26 de enero de 2006, Exp. AG-2001-213. En la doctrina puede verse STARCK, Boris. Essai d une théorie general de la responsabilitécivileconsiderée en sa doublé fonction de garantie et de peine privée. Paris, 1947.


� “La responsabilidad, a diferencia de la expropiación, no representa un instrumento en manos de la Administración para satisfacer el interés general, una potestad más de las que ésta dispone al llevar a cabo su actividad, sino un mecanismo de garantía destinado a paliar, precisamente, las consecuencias negativas que pueda generar dicha actividad. La responsabilidad, por así decirlo, no constituye una herramienta de actuación de la Administración, sino de reacción, de reparación de los daños por ésta producidos”. MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema. 1ª ed. Madrid, Civitas, 2001, p.120.


� MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema., ob., cit., pp.120-121.


�“3- Hasta la Constitución de 1991, no existía en la Constitución ni en la ley una cláusula general expresa sobre la responsabilidad patrimonial del Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en especial, del Consejo de Estado encontraron en diversas normas de la constitución derogada –en especial en el artículo 16- los fundamentos constitucionales de esa responsabilidad estatal y plantearon, en particular en el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes de responsabilidad, como la falla en el servicio, el régimen de riesgo o el de daño especial. Por el contrario, la actual Constitución reconoce expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado”. Corte Constitucional, sentencia C-864 de 2004.  Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-037 de 2003.


� Conforme a lo establecido en el artículo 90 de la Carta Política “los elementos indispensables para imputar la responsabilidad al estado son: a) el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. Sentencia de 21 de octubre de 1999, Exps.10948-11643. Es, pues “menester, que además de constatar la antijuridicidad del [daño], el juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto de la simple causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la imputatiojuris’ además de la ‘imputatiofacti’”. Sentencia de 13 de julio de 1993. En el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “En efecto, el artículo de la Carta señala que para que el Estado deba responder, basta que exista un daño antijurídico que sea imputable a una autoridad pública. Por ello, como lo ha reiterado esta Corte, esta responsabilidad se configura “siempre y cuando: i) ocurra un daño antijurídico o lesión, ii) éste sea imputable a la acción u omisión de un ente público”. Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; C-918 de 2002.


�Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. Así mismo, se considera: “El artículo 90 de la Carta, atendiendo las (sic) construcciones jurisprudenciales, le dio un nuevo enfoque normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado desplazando su fundamento desde la falla del servicio hasta el daño antijurídico. Ello implica la ampliación del espacio en el que puede declararse la responsabilidad patrimonial del Estado pues el punto de partida para la determinación de esa responsabilidad ya no está determinado por la irregular actuación estatal – bien sea por la no prestación del servicio, por la prestación irregular o por la prestación tardía- sino por la producción de un daño antijurídico que la víctima no está en el deber de soportar, independientemente de la regularidad o irregularidad de esa actuación”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002.


�Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996. Puede verse también: Corte Constitucional, sentencia C-918 de 2002. A lo que se agrega: “El artículo 90 de la Constitución Política le suministró un nuevo panorama normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado. En primer lugar porque reguló expresamente una temática que entre nosotros por mucho tiempo estuvo supeditada a la labor hermenéutica de los jueces y que sólo tardíamente había sido regulada por la ley. Y en segundo lugar porque, al ligar la responsabilidad estatal a los fundamentos de la organización política por la que optó el constituyente de 1991, amplió expresamente el ámbito de la responsabilidad estatal haciendo que ella desbordara el límite de la falla del servicio y se enmarcara en el más amplio espacio del daño antijurídico”. Corte Constitucional, sentencia C-285 de 2002.


� Corte Constitucional, sentencia C-333 de 1996; C-832 de 2001.


�Agregándose: “Para eludir el cumplimiento de sus deberes jurídicos no puede exigirle al juez que, como no le alcanzan sus recursos fiscales, no le condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la dignidad de la persona humana". Sentencia de 9 de febrero de 1995. Exp.9550.


� Sentencia de 19 de mayo de 2005. Rad. 2001-01541 AG.


�“por haber excedido los inconvenientes inherentes al funcionamiento del servicio”. Sentencia de 14 de septiembre de 2000. Exp.12166.


�Sentencia de 2 de junio de 2005. Rad. 1999-02382 AG.


�Corte Constitucional, sentencia C-043 de 2004.


� En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio por medio del cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama acto (factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del acto, es una imputación judicial (imputatioiudiciaria), en caso contrario, sólo una imputación dictaminadora (imputatiodiiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. Madrid, Alianza, 1989, p.35. En nuestro precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “La jurisprudencia nacional ha recabado en ello al sentar la tesis de que la base de la responsabilidad patrimonial del Estado la constituye la imputabilidad del daño. En efecto, con fundamento en la jurisprudencia del Consejo de Estado, la Corte Constitucional ha sostenido que la responsabilidad patrimonial del Estado y de las demás personas jurídicas públicas se deriva de la imputabilidad del perjuicio a una de ellas, lo cual impide extenderla a la conducta de los particulares o a las acciones u omisiones que tengan lugar por fuera del ámbito de la administración pública”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003.


� El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública compromete al Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003.


� “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras antropológicas como la capacidad de anticipación mental de objetivos cuando se dirige al hombre mediante normas. Desde luego, si el ser humano no tuviera capacidad de adoptar o dejar de adoptar decisiones teniendo en cuenta motivos normativos, sería inútil tratar de influir en el comportamiento humano mediante normas prohibitivas o preceptivas”. MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05-05-2003 [http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 y 7.


�Merkl ya lo señaló: “El hombre jurídicamente puede hacer todo lo que no le sea prohibido expresamente por el derecho; el órgano, en fin de cuentas, el estado, puede hacer solamente aquello que expresamente el derecho le permite, esto es, lo que cae dentro de su competencia. En este aspecto el derecho administrativo se presenta como una suma de preceptos jurídicos que hacen posible que determinadas actividades humanas se atribuyan a los órganos administrativos y, en último extremo, al estado administrador u otros complejos orgánicos, como puntos finales de la atribución. El derecho administrativo no es sólo la conditio sine qua non, sino condijo per quam de la administración”. MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho administrativo. México, Edinal, 1975, p.211.


�Jaime Orlando Santofimio Gamboa, Tratado de Derecho Administrativo T. II, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004, pág. 110.


�Jaime Orlando Santofimio, cit. pág. 111.


�Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de agosto de 1995, exp. 7095.


�. Sobre las extinción de los actos administrativos como consecuencias de cláusulas modales y  condiciones resolutorias, ver Santiago Muñoz Machado, Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público en General, T. IV, Madrid, 2011, pág. 235 y 236.





